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Resumen
Esta investigación analiza el impacto de la extorsión en la seguridad ciudadana en un distrito de Perú- San Martín de 
Porres. Se exploró la influencia del cobro de cupos y el impacto de la extorsión telefónica en la percepción de seguridad 
ciudadana. Utilizando una revisión de literatura se obtuvo datos significativos. Los resultados revelan diversas 
modalidades de extorsión (telefónica, por aplicaciones móviles, presencial), afectando a transportistas, comerciantes 
y funcionarios públicos. El estudio destaca la necesidad de un enfoque integral para combatir la extorsión, incluyendo 
prevención, educación, aplicación de la ley y colaboración interinstitucional, para contrarrestar el miedo, la inseguridad, 
la pérdida de confianza en las autoridades y la normalización de la victimización.
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Abstract
This research, aligned with Sustainable Development Goal 16 (Peace, Justice and Solid Institutions), analyzes the 
consequences of extortion on citizen security in San Martín de Porres (2023). The influence of quota collection and the 
impact of telephone extortion on the perception of citizen security was explored. Using a qualitative methodology with a 
purposive sample of 7 legal specialists (with at least 5 years of experience in criminal litigation), a deep understanding of 
the phenomenon was obtained. The results reveal various forms of extortion (telephone, mobile applications, in person), 
affecting transporters, merchants and public officials. The study highlights the need for a comprehensive approach to 
combating extortion, including prevention, education, law enforcement and inter-institutional collaboration, to counter 
fear, insecurity, loss of trust in authorities and the normalization of victimization.

Key words: extortion, security, citizenship.
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INTRODUCCIÓN

Este estudio analizó la extorsión como una 
amenaza a la seguridad pública, en un distrito 
de Perú con mayor incidencia delictiva San 
Martín de Porres considerando las vulneraciones 
a la integridad personal y la perturbación a la 
tranquilidad ciudadana. El análisis identificó 
patrones de extorsión que incluye tácticas 
intimidatorias y negociaciones verbales (Lazo y 
Rivas, 2022).

La extorsión se caracteriza por su comunicación 
agresiva e intimidatoria que, mediante amenazas, 
forza a la víctima a actuar en beneficio del 
extorsionador 

Esta definición coincide con el Código Penal 
Peruano (Hernández, 2016), que tipifica la 
extorsión como la obtención ilícita de ventajas 
económicas u otras, mediante violencia o 
amenaza a personas o instituciones. En ese 
sentido, el ordenamiento penal peruano define 
la extorsión como la obtención de un beneficio 
económico indebido a través de amenazas, 
coacciones o violencia. El Artículo 200.1 
estableció que la pena por este delito es de 
cinco a quince años de prisión. En resumen, el 
Código Penal peruano establece un marco legal 
claro para el delito de extorsión, definiendo sus 
elementos esenciales, las penas aplicables, 
las circunstancias agravantes y las diferentes 
modalidades del delito(Lazo& Rivas, 2022).

En el año 2020, se llevaron a cabo 149 juicios 
orales por el delito de extorsión en el sistema 
judicial peruano, de los cuales 101 concluyeron 
con sentencias condenatorias en primera 
instancia, lo que representó un 68 %. En 2021, 
se registraron 182 juicios orales relacionados 
con este delito, de los cuales 118 derivaron en 
sentencias condenatorias en primera instancia, 
equivalentes al 65 %. Posteriormente, en 2022, 
se realizaron 213 juicios orales, de los cuales 133 
resultaron en sentencias condenatorias, lo que 
representó un 62 %. Finalmente, en 2023, de los 
282 juicios orales registrados, 174 concluyeron 
con sentencias condenatorias en primera 
instancia, también equivalentes al 62 %. A falta 
de concluir el año 2024, ya se registraron cifras 
que superaron las del año anterior, evidenciando 
un incremento en los casos resueltos por este 
delito (Poder Judicial, 2024). Entre 2019 y 2023, 
las denuncias por el delito de extorsión mostraron 

un incremento continuo. En 2019 se registraron 
1,246 casos, descendiendo a 769 en 2020 debido 
a las restricciones por la pandemia. En 2021, las 
denuncias aumentaron a 1,262, mientras que 
en 2022 se dispararon a 3,919. Finalmente, en 
2023 se alcanzaron 7,747 denuncias, reflejando 
un crecimiento alarmante y sostenido durante el 
período analizado.

En relación con los antecedentes internacionales, 
El artículo realizado en Guatemala analizó cómo 
el aumento de la violencia y la criminalidad tuvo 
un grave impacto en la seguridad comunitaria. 
Las víctimas se vieron obligadas a pagar cuotas a 
grupos delictivos, perpetuando un ciclo de miedo. 
Este fenómeno condujo a la desconfianza en las 
instituciones estatales y a la implementación 
de prácticas inusuales, donde los ciudadanos, 
ante la falta de protección, recurrieron a la 
violencia, alimentando un entorno de impunidad 
y represalias (Bedoya, 2022). 

En Ecuador, Moreno y Jhonny (2023) analizó el 
delito de extorsión como una forma de vulneración 
de la paz territorial.  Naef (2023) analizó cómo la 
extorsión en el turismo de Medellín perpetuó la 
desigualdad económica al desviar ingresos hacia 
grupos criminales, afectando los márgenes de 
ganancia de guías y emprendedores locales. Esto 
generó un clima de inseguridad que intimidó a 
los actores turísticos y creó desconfianza en las 
instituciones, ya que sintieron que el Estado no 
los protegía. 

En Colombia, Bedoya et al (2021) destacó en su 
artículo que, a pesar de la significativa reducción 
de homicidios en Medellín, de 6500 en 1991 a 526 
en 2019, la violencia extorsiva continuó siendo un 
desafío importante para el desarrollo de la ciudad. 
El artículo propuso una nueva perspectiva para 
analizar cómo las prácticas extorsivas afectan el 
orden social y económico.

Gallardo y Contreras (2022) considera que aún 
se carece de programas formales para combatir 
la organización delictiva en México, aunque se 
habían hecho campañas de difusión sobre la 
extorsión. Las Entidades Federativas debían 
unificar esfuerzos para estandarizar términos, 
sanciones y medidas compensatorias en este 
delito. 

Para Herrera & Sauceda (2023) la extorsión 
genera consecuencias profundas tanto para las 
víctimas como para la sociedad. Las víctimas 
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sufren un impacto psicológico significativo, 
incluyendo miedo y ansiedad, lo que afecta su 
bienestar emocional y calidad de vida. 

Este fenómeno también alimentó la actividad 
criminal, ya que los recursos obtenidos se 
utilizaron para financiar otras actividades ilícitas, 
perpetuando un ciclo de violencia 

Para Knight et al, (2024) la dinámica de la 
extorsión es identificable bajo el modelo del 
Dilema del Prisionero Iterado.

Andrighettov & Grieco 2020) menciona 
las consecuencias del delito de extorsión, 
destacando cómo impactó en la cooperación 
humana y la dinámica de las relaciones. Becks 
y Milinski, (2019) argumentó que la extorsión se 
relaciona con la estrategia de juegos repetidos, 
como el Dilema del Prisionero, debido a que los 
individuos pudieron ser incentivados a cooperar 
con el extorsionador para evitar consecuencias 
negativas.

Vargas et al (2024) mencionó que la extorsión 
sufrida por los migrantes latinoamericanos 
en su camino hacia los EE. UU., tuvo graves 
consecuencias psicológicas, como el aumento de 
los síntomas de Trastorno de Estrés Postraumático 
(TEPT), y económicas, especialmente en México 
y Guatemala, afectando más a quienes viajaban 
con niños.

Van y Ouwerkerk (2019) analizó cómo la 
extorsión tuvo consecuencias graves tanto para 
las víctimas como para la sociedad. Las víctimas 
enfrentaron daño emocional, como miedo y 
estrés, además de pérdidas económicas que 
afectaron su estabilidad. 

Bernhard y Cushman (2022) detalló que la 
extorsión tuvo consecuencias negativas 
significativas tanto para las víctimas como 
para la sociedad. Emocionalmente, las víctimas 
experimentaron miedo, ansiedad y estrés, lo que 
afecta su bienestar y genera desconfianza 

Akogwu et al,  (2023) menciona que, la extorsión 
deja una huella significativa en las víctimas y en 
la economía, afectando a la sociedad en general.

Lutz y Manfred (2019) analizó cómo la extorsión 
generó un ciclo de explotación que benefició al 
extorsionador al permitirle atacar repetidamente 
a sus víctimas, quienes pudieron verse forzadas a 

cooperar, afectando gravemente la viabilidad de 
las empresas y contribuyendo a la desigualdad.

Elfawair (2024), destacó varias consecuencias 
negativas de los delitos de extorsión cibernética 
en Jordania. En primer lugar, se observó un 
impacto significativo a nivel individual, afectando 
a las víctimas de extorsión sexual y financiera. 
Más allá de las víctimas directas, estas acciones 
tuvieron consecuencias devastadoras para sus 
familias, la sociedad en su conjunto y la seguridad 
nacional. Finalmente, la investigación resaltó 
la necesidad de un marco legal adecuado para 
afrontar eficazmente estos delitos, disuadir a los 
perpetradores y mitigar su impacto perjudicial en 
la sociedad jordana.

Hilbe y Milinski (2021) en Alemania, examinó las 
consecuencias de la extorsión en interacciones 
sociales, mostrando que las sumas extorsionadas 
suelen ser pequeñas y que los extorsionadores que 
se autoseleccionan hacen demandas menores. 
La percepción de justicia es fundamental, ya que 
las víctimas que ven las demandas como injustas 
tienden a resistirse y experimentan emociones 
negativas como ira. 

Para Lazo & Rivas (2022), la extorsión es un delito 
que genera graves consecuencias en la sociedad. 
Este delito implica presionar a las personas con 
violencia o amenazas para obtener beneficios 
económicos, generando impactos psicológicos 
como miedo y ansiedad, así como pérdida de 
confianza en las comunidades. La violencia 
simbólica y la dinámica de poder asimétrico entre 
el extorsionador y la víctima perpetúan un ciclo 
de desconfianza social.

Salas (2021), considera que la extorsión es 
un delito grave que causa daños económicos 
y psicológicos en las víctimas. Las víctimas 
sufren pérdidas financieras y trauma emocional 
debido a amenazas de violencia, lo que generaba 
estrés y desconfianza en las instituciones. Para 
los perpetradores, las consecuencias incluyen 
penas de prisión, multas y un historial criminal 
que perjudicaba su reinserción social. Dada 
la gravedad del delito, resulta fundamental 
denunciarlo buscando promover prevención y 
protección de la sociedad.

Yupari et al (2020) reveló que la extorsión en La 
Libertad, Perú, afecta desproporcionadamente 
a individuos con mayor capacidad económica, 
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generando pérdidas financieras y un impacto 
negativo en su patrimonio. La amenaza y 
la violencia inherentes al delito creaban 
vulnerabilidad en ciertos grupos sociales, 
debilitando la confianza en las autoridades y 
generando miedo en la comunidad. Si bien no 
se evaluaron directamente las consecuencias 
psicológicas, la naturaleza misma del crimen 
sugería estrés, ansiedad y trauma en las víctimas, 
agravado por la dificultad para denunciar. 

Según Vizcarra et al (2020), las ciudades costeras 
del Perú presentaron una mayor cantidad de 
víctimas de sicariato, mayores tasas de denuncias 
por extorsión y altas tasas de homicidio 
calificado en comparación con el resto del país. 
Para Bonilla (2019) esta situación contribuyó a la 
caracterización de algunas ciudades de la costa 
norte como violentas y peligrosas en la prensa y 
en el imaginario colectivo.

Según Córdoba (2024) este tipo de criminalidad 
genera una afectación a la estabilidad del Estado 
y un riesgo significativo para la seguridad de la 
sociedad.

Según Castro (2023), la teoría de la política 
criminal sostenía que esta disciplina era parte 
del sistema penal y buscaba que el Estado 
contrarrestara la actividad delictiva y mejorara la 
justicia penal. 

Para Borja(2003),  la política criminal se concibe 
como un conjunto de estrategias y acciones 
para controlar y prevenir delitos, con el objetivo 
principal de reducir la criminalidad mediante 
medidas preventivas. 

Lazo y Rivas (2022) destacan que el lenguaje 
no solo transmite información, sino que también 
realiza acciones, según la teoría de los actos de 
habla. Austin (1962) propuso que estos actos 
pueden ser locutivos (lo que se dice), ilocutivos 
(la intención del hablante) y perlocutivos (el 
efecto en el oyente). Searle (1969) amplió 
esta teoría, clasificando los actos de habla en 
asertivos (afirmaciones), directivos (peticiones), 
compromisivos (promesas), expresivos 
(emociones) y declarativos (cambios en la 
realidad). Para que estos actos sean efectivos, 
deben cumplir ciertas condiciones. Además, Grice 
(1975) introdujo el principio de cooperación, que 
sugiere que la comunicación funciona cuando el 
hablante emite un mensaje implícito que el oyente 

interpreta correctamente según el contexto, 
diferenciando entre implicaturas convencionales 
y conversacionales.

Lazo y Rivas (2022) explican que la extorsión 
es una forma de comunicación directa, 
caracterizada por un alto nivel de agresividad 
verbal e intimidación, donde se presiona a una 
persona mediante amenazas para obtener dinero 
u otros beneficios

Cevallos et al (2023) mencionó los tipos de 
extorsión. La extorsión se presenta en diversas 
formas, desde amenazas presenciales para 
exigir dinero hasta el chantaje sexual mediante 
imágenes íntimas. En la extorsión directa, el 
delincuente se presentaba en persona para 
intimidar a la víctima y obtener dinero. 

Según Pozo (2024), la extorsión emocional 
se caracteriza por la interacción entre un 
manipulador astuto y una víctima dependiente, 
insegura y con baja autoestima. Esta manipulación 
era sutil y difícil de detectar, manifestándose en 
sufrimiento emocional y depresión, a menudo 
sin que la víctima comprendiera su malestar. 
La relación se desarrollaba en un ambiente de 
aparente afecto y asistencia económica, lo que 
llevaba a la víctima a ceder ante las demandas 
del manipulador, sacrificando sus necesidades 
por miedo a perder su afecto. La víctima enfrenta 
amenazas constantes de consecuencias 
negativas si no cumplía con las exigencias, 
generando angustia y ansiedad. Además, el 
manipulador, al ser caprichoso e insatisfecho, 
hacía que el esfuerzo por complacerlo fuera 
inalcanzable.

Pozo (2024), estable varios pasos fundamentales 
a seguir. Primero, se debería recibir la denuncia 
en la Sede Fiscal o Policial y coordinar para 
identificar a los responsables. Luego, se tomaba 
la declaración del agraviado, proporcionando 
atención y orientación para recopilar evidencia 
como grabaciones y testimonios. Era esencial 
implementar medidas de protección para el 
agraviado y su familia. También se debían registrar 
y custodiar las comunicaciones recibidas por la 
víctima. Si se identifica números telefónicos, se 
debería solicitar el levantamiento del secreto de 
comunicaciones ante un juez. 

Kanashiro (2021) llevó a cabo un estudio sobre 
la percepción de inseguridad y las prácticas de 
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seguridad en los sectores de menores recursos 
de la ciudad de Lima. Su investigación se centró 
en el miedo como componente emocional de 
la percepción de inseguridad, empleando una 
aproximación cualitativa con 30 entrevistas en 
profundidad a hombres y mujeres. Los hallazgos 
destacaron la importancia de ser testigo de un 
hecho delictivo como factor que influye en la 
percepción de inseguridad, así como la ira como 
un aspecto emocional vinculado a las prácticas 
de seguridad colectivas. 

Pari et al., (2020) señaló que, la seguridad 
ciudadana tiene su origen en la aprobación de 
la Asamblea Nacional Constituyente en Francia 
y en el respaldo universal a la Declaración de los 
Derechos del Hombre y del Ciudadano, que sentó 
las bases para la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos adoptada por las Naciones 
Unidas.

Wilson y Kelling (1982), sostenía que el desorden 
social, como la presencia de personas en 
situación de calle o el deterioro físico de las 
calles, generaba una sensación de abandono e 
inseguridad. Esto, a su vez, reducía los controles 
informales en la calle y podía llevar a un aumento 
de la delincuencia. Por lo tanto, para combatir el 
desorden y la delincuencia, se debía intervenir 
con rigor, evitando que las contravenciones 
menores se extendieran.

Gonzales (2024) destacó la relación conceptual 
entre seguridad ciudadana, derechos humanos, 
democracia y rendición de cuentas, desde 
un enfoque jurídico y a través de una revisión 
bibliográfica. El autor explicó que el Estado 
intervenía en modelos de seguridad como la 
nacional, la pública y la ciudadana; sin embargo, 
era este último el que ofrecía los elementos 
sustantivos necesarios para debatir dicha 
relación. 

Hilter (2024) refirió que, la investigación 
revela que los abusos policiales erosionan 
la confianza ciudadana, complican la lucha 
contra la delincuencia y afectan la seguridad 
ciudadana. Establecer el derecho a registrar 
observaciones en actas policiales es clave para 
denunciar arbitrariedades, proteger derechos 
fundamentales y fortalecer la transparencia 
institucional. Menciona además que, los excesos 
policiales en detenciones en flagrancia debilitan 
la seguridad ciudadana al erosionar la confianza 
pública y perpetuar la impunidad, lo que dificulta 
la cooperación ciudadana en la lucha contra la 

delincuencia. Aunque buscan mantener el orden, 
estas prácticas violan derechos fundamentales 
y socavan la eficacia de las acciones policiales 
frente al crimen.

Ramírez (2017) concluyó que la percepción 
de la seguridad ciudadana en la Urbanización 
Valdiviezo, San Martín de Porres- Perú, resulta 
predominantemente negativa, con un 91% de 
los vecinos calificándola como muy deficiente. 
Esto reflejaba una baja efectividad en la 
implementación de estrategias para prevenir el 
delito, controlar la delincuencia y atender a las 
víctimas.

Quintero (2020) mencionó que las experiencias 
de gestión policial en América Latina apuntan 
a objetivos comunes que buscaban mejorar 
la calidad de vida mediante estrategias 
que fortalecieran la seguridad ciudadana y 
promovieran la participación comunitaria en la 
prevención del delito. 

Machado et al(2023) describió que la seguridad 
ciudadana se refería a la protección y bienestar 
de la población frente a la violencia y el delito, 
promoviendo un entorno de convivencia pacífica 
y respeto a la ley. Implicaba la colaboración de 
las fuerzas de seguridad y la participación activa 
de la comunidad en la prevención del delito, 
reconociendo que el desarrollo sostenible y 
la cohesión social dependían de un ambiente 
seguro donde los ciudadanos pudieran vivir sin 
temor.

Villegas-Montea (2021) mencionó que la 
seguridad ciudadana es la capacidad que tiene el 
Estado para reducir el riesgo y la vulnerabilidad 
del daño a la sociedad, realizando acciones 
preventivas y anticipatorias, mediante un análisis 
de sus antecedentes, la toma de decisiones y 
acciones preventivas, proactivas, atacando las 
causas problema.

Ochoa y Páramo (2021) señalan que el fenómeno 
de la extorsión solía iniciarse con una llamada 
telefónica anónima e intimidante que exigía un 
pago, indicando también la forma en que se 
realizaría dicho pago, el cual era una estrategia 
de intimidación efectiva porque jugaba con 
el miedo y la incertidumbre de las víctimas, 
obligándolas a tomar decisiones precipitadas y 
a menudo devastadoras, generando daño moral 
y patrimonial.
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Lazo y Rivas (2022) destaca la necesidad de un 
abordaje integral del problema, reconociendo 
los patrones de extorsión que incluyen tácticas 
intimidatorias y negociaciones verbales. 
Hernández (2016) define la extorsión como una 
comunicación agresiva que busca forzar a la 
víctima a actuar en beneficio del extorsionador. El 
Código Penal Peruano (1991) tipifica la extorsión 
como la obtención ilícita de ventajas económicas 
u otras, mediante violencia o amenaza a personas 
o instituciones.

Bedoya (2022) analiza la extorsión en Guatemala, 
donde el aumento de la violencia y la criminalidad 
ha generado un ciclo de miedo y desconfianza en 
las instituciones estatales. Silva (2018) describe 
las consecuencias devastadoras de la extorsión 
en Brasil, tanto para la víctima, que sufre pérdidas 
financieras y daño psicológico, como para el 
perpetrador, que enfrenta penas de prisión y un 
historial criminal.

Naef (2023) analiza la extorsión en el turismo 
de Medellín, donde la desviación de ingresos 
hacia grupos criminales perpetúa la desigualdad 
económica y genera un clima de inseguridad 
que afecta la sostenibilidad del turismo. Gallardo 
(2022) destaca la falta de programas formales 
para combatir la organización delictiva en 
México, enfatizando la necesidad de implementar 
mecanismos de prevención y promover la justicia 
restaurativa. Herrera & Sauceda (2023) analizan la 
extorsión como una grave amenaza al patrimonio 
y la libertad de las personas, evidenciando un 
debilitamiento del Estado de Derecho en México.

Knight et al. (2024) profundizan en la 
dinámica de la extorsión a través del modelo 
del Dilema del Prisionero Iterado, mientras 
que Andrighetto & Grieco (2020) examina la 
extorsión en San Francisco, revelando que las 
sumas extorsionadas suelen ser pequeñas y 
que las percepciones de justicia influyen en 
las emociones de las víctimas. Becks y Milinski 
(2019) argumenta que la extorsión puede ser 
una estrategia exitosa en juegos repetidos, pero 
también contraproducente a largo plazo, ya que 
puede llevar a una disminución de la cooperación 
y un aumento de la desconfianza.

Vargas et al (2024) analiza la extorsión sufrida por 
los migrantes latinoamericanos en su camino hacia 
los EE. UU., destacando las graves consecuencias 
psicológicas y económicas. Bernhard y Cushman 
( (2022) detallan las consecuencias negativas de 

la extorsión tanto para las víctimas como para la 
sociedad, incluyendo daño emocional, pérdidas 
económicas y un clima de inseguridad. Akogwu 
et al,  (2023) analiza el impacto profundo y 
duradero de la extorsión en las víctimas, creando 
un ciclo de victimización continua. Lutz (2019) 
analiza cómo la extorsión genera un ciclo de 
explotación que beneficia al extorsionador y 
afecta la viabilidad de las empresas.

Elfawair (2024) destaca las consecuencias 
negativas de los delitos de extorsión cibernética 
en Jordania, incluyendo un impacto significativo 
a nivel individual, familiar, social y nacional. Hilbe 
y Milinski (2021) examina las consecuencias de la 
extorsión en interacciones sociales, mostrando 
que las sumas extorsionadas suelen ser pequeñas 
y que la percepción de justicia es fundamental.

Según Figueroa (2024), la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (2009) 
señala que el concepto de “seguridad ciudadana” 
surgió en América Latina durante las transiciones 
a la democracia como una forma de diferenciar 
la seguridad en un contexto democrático de 
la seguridad en regímenes autoritarios. En los 
regímenes autoritarios, la seguridad se centraba 
en la protección del Estado, mientras que, en los 
democráticos, se enfocaba en la seguridad de 
las personas y grupos sociales, tanto en zonas 
urbanas como rurales. A diferencia de conceptos 
como “seguridad urbana” o “ciudad segura”, la 
seguridad ciudadana abarcaba la protección de 
todos los ciudadanos, independientemente de 
su ubicación geográfica.

Guerrero et al (2021) argumentó que la seguridad 
ciudadana en Latinoamérica es un tema complejo 
que abarcaba diversos ámbitos como la niñez, 
la adolescencia, la familia, las escuelas y la 
comunidad. Para lograr una intervención efectiva 
en estos espacios, era crucial la cooperación entre 
los diferentes niveles de gobierno, organismos 
públicos y la ciudadanía. 

METODOLOGÍA

En este estudio se utilizó una investigación de 
tipo básica (Ñaupas et al.,(2023),  de revisión de 
literatura desde el enfoque cualitativo. Según 
Sánchez (2019), este tipo de investigación 
es flexible y permite recopilar información, se 
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trata de una forma de investigar que se centra 
en entender las opiniones y experiencias de 
personas expertas.

El diseño de la investigación fue de tipo 
fenomenológico, durante la búsqueda de 
información. Fuster (2019), menciona que 
este enfoque busca recopilar información de 
diferentes fuentes, incluyendo las opiniones de 
expertos en el tema. 

RESULTADOS

Los medios de comunicación y las redes 
sociales tienen un papel crucial en la lucha 
contra la extorsión y el cobro de cupos, ya que 
pueden informar, generar conciencia y moldear 
la respuesta institucional. Sin embargo, su 
impacto puede ser dual: mientras que una 
gestión responsable y objetiva puede ser una 
herramienta poderosa para combatir el problema, 
la desinformación y el sensacionalismo pueden 
generar miedo y desconfianza en las instituciones. 
Es fundamental que los medios asuman un rol 
ético y responsable, respetando los derechos 
fundamentales y evitando la propagación de 
alarmas injustificadas. Las autoridades deben 
utilizar la información difundida por estos canales 
para diseñar políticas efectivas que aborden la 
problemática de manera integral, reforzando 
el vínculo entre los medios, la ciudadanía y el 
Estado. 

La extorsión telefónica es un delito grave en 
aumento que genera miedo y desconfianza en 
la sociedad, especialmente entre comerciantes, 
familias y profesionales independientes. A pesar 
de las penas severas establecidas en el Código 
Penal, las medidas actuales son insuficientes para 
combatirlo. Se requiere una respuesta integral 
que combine acciones preventivas, educativas y 
punitivas para proteger a la población y minimizar 
el impacto psicológico y social de este delito.

La extorsión telefónica, caracterizada por su 
anonimato y facilidad de ejecución, representa 
un desafío para las autoridades debido a la 
dificultad de identificar a los perpetradores. 
El impacto psicológico en las víctimas fue 
significativo, generando miedo y vulnerabilidad. 
Para combatir este delito, se requirió fortalecer 
las capacidades técnicas y operativas de las 
autoridades, incluyendo la colaboración con 

operadores de telecomunicaciones, el uso de 
tecnologías avanzadas y campañas educativas. 
Era crucial también reforzar la confianza 
ciudadana en las instituciones para fomentar la 
denuncia de casos. 

La lucha contra la extorsión telefónica se 
enfrentó a importantes limitaciones debido 
a la falta de medidas integrales, recursos 
tecnológicos y humanos, y la poca efectividad de 
las campañas de prevención. A pesar de algunas 
iniciativas, como operativos policiales y líneas 
de denuncia, el impacto del delito no se redujo 
significativamente. Se requirió una aplicación 
más consistente del marco normativo existente, 
inversión en tecnología avanzada, capacitación 
de las fuerzas de seguridad y cooperación 
interinstitucional para combatir este delito.  En 
resumen, la extorsión es un delito complejo con 
consecuencias devastadoras tanto para las 
víctimas como para la sociedad. Es fundamental 
implementar estrategias integrales que aborden 
las causas profundas del problema, fortalezcan 
la confianza entre la población y las autoridades, 
y garanticen la seguridad ciudadana.

El debate sobre el cobro de cupos revela una grave 
crisis de seguridad que afecta a comerciantes y 
residentes. Las diferentes perspectivas sobre 
la percepción de inseguridad y el papel de los 
medios de comunicación ofrecen un marco para 
entender la complejidad de esta problemática. 
A medida que se reconoce la necesidad de un 
enfoque integral para combatir la extorsión, se 
hace evidente que tanto la sensibilización pública 
como el fortalecimiento de las instituciones 
son cruciales para restaurar la confianza y la 
seguridad en la comunidad.

CONCLUSIONES

La extorsión afecta la seguridad pública 
y el bienestar de las personas, generando 
consecuencias psicológicas, económicas y 
sociales tanto a nivel individual como institucional. 

El cobro de cupos es un problema grave que 
afectaba la seguridad de los comerciantes y 
la percepción de los residentes. Las bandas 
criminales utilizan esta práctica de extorsión 
para generar miedo e inseguridad, lo que impacta 
a empresarios, trabajadores y ciudadanos. Si 
bien el miedo era generalizado, las víctimas 
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directas experimentan un trauma más profundo. 
Los medios de comunicación tienen un papel 
importante en la formación de la percepción 
ciudadana, pero debían ser responsables en 
la difusión de información. Se hace evidente la 
necesidad de un enfoque integral para combatir 
la extorsión, incluyendo la sensibilización pública 
y el fortalecimiento de las instituciones para 
restaurar la confianza y la seguridad.

La extorsión telefónica se ha convertido en un 
problema grave generando miedo e inseguridad 
en los ciudadanos. Los extorsionadores utilizan 
tácticas intimidantes para presionar a las víctimas 
y obtener dinero o información confidencial. La 
dificultad de identificar a los perpetradores y 
la percepción de impotencia ante el delito han 
erosionado la confianza en las instituciones 
de seguridad. Si bien se han implementado 
algunas medidas preventivas, se requiere un 
enfoque integral que combine la tecnología, la 
capacitación y la cooperación interinstitucional 
para combatir este delito de manera efectiva. 
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